SENTENCIA DE TUTELA DE 1ª INSTANCIA N° 013
RADICACIÓN: 660012204000 2020 00042 00
ACCIONANTE: GILBERTO A. VELÁSQUEZ Y OTROS
NIEGA AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
MÍNIMO VITAL / SUMINISTRO GRATUITO DE SERVICIOS PÚBLICOS EN ÉPOCA DE PANDEMIA / ENTREGA DE AYUDAS ECONÓMICAS PARASUBSISTIR / ANÁLISIS DE LAS NORMAS EXPEDIDAS PARA EL EFECTO / INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL ACCIONANTE.
De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que: “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. (…)

… en punto de los reclamos que hace el accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, como desde otrora lo ha sostenido la jurisprudencia. (…)
En relación con los reclamos del actor, y en consonancia con la mayoría de las entidades vinculadas a esta actuación, considera la Sala que lo primero a resaltar es que a raíz de las medidas que fueron proferidas por el Gobierno Nacional para procurar la contención de la pandemia del covid-19 en todo el país, se han tomado determinaciones que en principio van encaminadas a la protección de la población más desfavorecida y vulnerable ante el confinamiento ordenado, esto es, los estratos 1 y 2 de la población. (…)
Lo segundo a destacar, es que el actor reclama la gratuidad de esos servicios durante el confinamiento obligatorio, pero al respecto forzoso es manifestar que las empresas no pueden dejar de efectuar el cobro de los consumos respectivos, en tanto el numeral 9º del artículo 99 de la Ley 142 de 1994…
De lo aludido se puede evidenciar, sin lugar a equívoco alguno, que en ningún momento se le ha vulnerado el derecho de acceso a los servicios públicos que posee el actor y su medio familiar, máxime que se tiene claro que los mismos, al menos mientras persista en Colombia el Estado de Emergencia Social, no serán suspendidos o interrumpidos. Y si bien el demandante tiene pendientes unos pagos por facturas generadas con antelación, ya que las cancela cada dos meses, tiene la opción de acudir ante las diferentes empresas a procurar la refinanciación de los valores debidos, en la proporción que se ajuste a sus actuales condiciones económicas.
Como viene de verse, en este asunto y en sentir del Tribunal, ni por parte de la Presidencia de la República, ni de los Ministerios, Alcaldía y empresas vinculadas a este trámite, se ha vulnerado derecho fundamental alguno en cabeza del actor o de su núcleo familiar, no solo por cuanto ninguno de los servicios públicos con los que cuenta en su hogar le han sido suspendidos, y no se hará mientras permanezca el país en estado de Emergencia Sanitaria, sino porque tampoco puede endilgársele al Gobierno Nacional afectación al no proveerle los recursos económicos para su subsistencia, ya que como se indicó, la prioridad son los estratos bajos, condición que no ostenta.
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Acta de Aprobación N° 312
Hora: 7:10 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada a nombre propio por el abogado GILBERTO ANTONIO VELÁSQUEZ ARIAS y como agente oficioso de quienes conforman su núcleo familiar, esto es: KARLA VIVIANA FLÓREZ TAMAYO -cónyuge-, SAMUEL VELÁSQUEZ FLÓREZ -hijo-, KASSANDRA PINO FLÓREZ -hijastra- y CIRLEY TAMAYO -suegra-, contra el Presidente de la República Dr. Iván Duque Márquez, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al al mínimo vital y acceso a los servicios públicos.     

2.- SOLICITUD 

De la información aportada por el accionante en su escrito, se extrae lo siguiente: (i) es abogado especialista en derecho penal y criminología, dedicado al litigio, de cuyos ingresos su familia obtiene el sustento; (ii) a raíz de la vacancia judicial de diciembre del año pasado y los meses de enero y febrero del presente, donde la condición económica de los abogados se torna difícil, ha debido vender algunos bienes para solventar los gastos de oficina y hogar, con la esperanza de que pese a su poca experiencia en el litigio la situación mejoraría y por ello paga sus servicios públicos “cada dos meses”; (iii) dada la fuerza mayor derivada de la pandemia provocada por el coronavirus, a consecuencia de lo cual los juzgados solo atienden procesos prioritarios como tutelas y actuaciones ante los jueces de control de garantías, la mayoría de abogados y en especial quienes apenas inician en esa labor, no cuenta con recursos para sufragar los gastos básicos y garantizar el mínimo vital para sus familias, lo que igualmente padecen muchos otros trabajadores independientes; (iv) las medidas proferidas por el Gobierno Nacional excluyen a muchos trabajadores independientes que como él viven en un “estrato seis”, pero no tienen la forma de cubrir sus gastos ni pagar las deudas con particulares; (v) a su apartamento le llegó la factura de agua por valor de $248.510.oo, el de energía por $445.278.oo, y está a la espera del cobro de internet, telefonía y televisión, sin contar que no ha cubierto la seguridad social y los acreedores le exigen el pago de intereses, con lo cual sus integrantes quedarían desprotegidos porque su esposa es ama de casa y no percibe remuneración alguna; (vi) se ha ordenado el cierre de colegios, corporaciones públicas y centros comerciales, con el fin de evitar la propagación del virus, pero de qué sirve ello si en menos de un mes la gran mayoría de Colombianos colapsarán al no tener garantizados sus servicios públicos de salud, educación y un ingreso mínimo para lograr la subsistencia; y (vii) la gran mayoría de personas no solo tienen pánico por el coronavirus, sino por las medidas que aunque necesarias deben ir acompañadas de ayudas sin importar el estrato social para responder por sus servicios públicos, salud y un ingreso mensual para tener alimentación en sus viviendas, ya que pese a vivir en un estrato seis, a raíz de tales acciones estatales no posee recursos para garantizar el mínimo vital.
Por todo ello solicita que se le ordene al Presidente de la República: (i) destinar recursos para que a todos los habitantes de Colombia, sin importar su estrato social, se les suministre de manera gratuita durante los meses de marzo, abril y mayo, los servicios de agua, energía, aseo, gas domiciliario, internet, televisión, salud y un ingreso mensual para su alimento a raíz de las medidas adoptadas para controlar el covid-19, en tanto la mayoría de personas que laboran de manea independiente como abogados, ingenieros, comerciantes, contadores, entre otros, no están cobijados con los auxilios estatales que les permita cubrir el mínimo vital; (ii) prorrogar esas ayudas y exonere del pago a los antes nombrados durante los meses de junio, julio y agosto, si pasado el mes de mayo se posterga el aislamiento sin tener la forma de sostener a sus familiar, y así sucesivamente; y (iii) buscar los medios económicos, jurídicos y políticos con el fin de garantizar un ingreso básico mensual a los trabajadores independientes.
Igualmente y como medida provisional, el actor solicita que se ordene al señor Presidente de la República destinar recursos de manera inmediata para el pago de servicios públicos y el ingreso a un salario mensual para trabajadores independientes, con el fin de adquirir los alimentos que garanticen el mínimo vital a todos los habitantes del territorio nacional.

3.- CONTESTACIÓN

La Sala al momento de admitir la acción constitucional, además de considerar que el accionante solo podía obrar como agente oficioso de su núcleo familiar mas no de los trabajadores independientes de todo el país, y de negar la medida provisional reclamada, dispuso: (i) correr traslado de la tutela al Presidente de la República; (ii) vincular de manera oficiosa a las siguientes personas y entidades: a)- del nivel nacional: a los Ministerios de Vivienda, Hacienda, Minas y Energía, y al Superintendente de Servicios Públicos Domiciliarios; y b)- del nivel local y regional: al señor Alcalde del Municipio de Pereira, al Gobernador del Departamento de Risaralda, a los Gerentes de las Empresas de Aguas y Aguas, de Energía, de Efigas, y de TIGO UNE de esta capital, quienes al respecto así se pronunciaron:

- El apoderado del Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio indicó: (i) el accionante no ha elevado petición alguna a dicho Ministerio, por lo cual no existe responsabilidad frente a su presunta vulneración; (ii) el Gobierno Nacional mediante Decreto 441 de marzo 20 de 2020, dispuso que los municipios asegurarán de manera efectiva el acceso al agua potable, lo cual cobija al accionante; (iii) igualmente se determinó que los usuarios de los servicios de nivel 1 y 2 durante el término de la declaratoria de la emergencia sanitaria por el covid-19, podrán llegar a un acuerdo de pago con el operador hasta en un plazo de seis meses, sin que sea condonación del pago del servicio, por lo cual el actor podrá hacer uso de tal figura así sea del estrato seis, motivo por el cual se respetará su derecho a la igualdad; (iv) el actor es estrato seis, y el Estado debe proteger prioritariamente en su función social a las personas más desfavorecidas y vulnerables como son los niveles 1 y 2.; (v) dicho Ministerio no ha vulnerado derecho fundamental alguno, como quiera que no existe un perjuicio irremediable; y (vi) pide se deniegue el amparo reclamado y se excluya del trámite por falta de legitimación en la causa.

- El Procurador 149 Judicial II Penal expuso: (i) con fundamento en lo enunciado por el actor, hasta ahora no se comprueba la amenaza o riesgo de un perjuicio o daño irremediable; (ii) es de público conocimiento que el Gobierno Nacional ha anunciado una serie de medidas, no solo concerniente a la sanidad para paliar la pandemia, sino también de índole económicas y sociales para reconectar servicios públicos suspendidos a familias morosas, así como la refinanciación de las deudas por los mismos factores, a consecuencia de lo cual estos no le serán suspendidos y podrá refinanciar los que adeuda, razón demás para sostener que su suspensión se muestra como hipotética; (iii) si bien no se desconoce la mala situación económica por la que atraviesa el país, desfavorable para los abogados, el actor no se muestra como una persona desvalida económicamente, en tanto ostenta un nivel de posgrado, situación que permite dilucidar que estamos ante una persona con posibilidades reales para salir de las dificultades que atraviesa, máxime que pertenece al estrato seis, lo cual lo clasifica como alto, es decir, quienes tienen mayores ingresos económicos; (iv) la tutela es improcedente al no encontrase reunidos los requisitos de procedibilidad, ya que no se observa afectación a sus derechos fundamentales al no configurarse riesgo alguno, en tanto el Gobierno ha expedido decretos en el marco de su competencia, y de existir controversia frente a los mismos debe hacerse por los canales previstos en el ordenamiento; (v) considera finalmente en consecuencia, que no se advierte vulneración al derecho al trabajo y al mínimo vital.
- La apoderada de la Superintendencia de Servicios Públicos manifestó: (i) no existe petición, queja o reclamo del actor, relativo a que se le provea de manera gratuita sus servicios públicos; (ii) se opone a su vinculación ante la falta de legitimación por pasiva, máxime que no existe en la entidad petición alguna elevada por el actor; (iii) no existe legitimación en la causa por pasiva, ya que de existir algún quebranto a sus derechos no lo ha sido por dicha Superintendencia; (iii) pide se declare la improcedencia de la tutela en cuanto lo que plantea el actor es un conflicto con el Gobierno Nacional por la presunta omisión en decretar la gratuidad de los servicios públicos, y por ende de no estar de acuerdo con ello el mecanismo para proteger sus derechos no es la tutela, sino que debe acudir ante la jurisdicción competente para que revisen la legalidad de los actos expedidos, como lo podría ser la acción pública de inconstitucionalidad; (iv) conforme jurisprudencia constitucional, los prestadores de servicios públicos no pueden ni están en la capacidad de exonerar a sus usuarios de pagar el precio por tal prestación; no obstante, por las circunstancias que atraviesa el país y la declaratoria del Estado de Emergencia Social y Ecológica en el país, la Comisión de Regulación de Agua Potable estableció las medidas que deben adoptarse, entre las cuales se estableció la suspensión de los incrementos tarifarios, la reinstalación del acueducto y alcantarillado y la prohibición de la suspensión durante la vigencia de la resolución, e igualmente el Ministerio de Vivienda expidió el Decreto 441 de marzo 20 de 2020 por medio del cual se ordenó la reinstalación y reconexión inmediata del servicio de acueducto durante el término de la emergencia, por lo cual lo pretendido por el actor carece de fundamento; y (v) pide la desvinculación de la Superintendencia por falta de legitimación por pasiva y que se declare la improcedencia de la acción. 

- El Gerente de la empresa Aguas y Aguas de Pereira dijo: (i) se constató que el actor es usuario y que presenta una factura con edad 2, por un total de $248.510.oo, sin cortes del servicio en tanto se acata lo reglado en el Decreto 441 de 2020 como consecuencia de la declaratoria del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica; (ii) luego de hacer alusión a diferente normativa expedida con ocasión de la aludida emergencia, considera que dicha empresa no ha vulnerado derecho alguno porque el usuario goza del servicio de acueducto y así lo hará hasta que el país supere la actual condición; (iii) de igual forma podrá efectuar acuerdo de pago con la Empresa que se ajuste a su situación económica y que le permita seguir con su disfrute; y (iv) pide su desvinculación de este trámite al no vulnerarse derecho alguno.
- La apoderada del señor Presidente de la República y del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República sostuvo: (i) pide se decrete la improcedencia de la acción al no vulnerarse derecho fundamental alguno, máxime que el Presidente dentro de sus competencias y con el fin de afrontar la actual emergencia sanitaria expidió el Decreto 417 de marzo 17 de 2020, por medio del cual declaró la Emergencia Económica, Social y Ecológica para hacerle frente al covid-19; (ii) mediante Decreto 441 de 2002 se ordenó, entre otras, la reinstalación o reconexión del servicio de acueducto y que los municipios aseguren de manera efectiva el acceso a agua potable; (iii) con el Decreto 464 de marzo 23 de 2020 se ordenó que los servicios de telecomunicaciones, incluidos los de radiodifusión sonora, televisión y postales, no se suspenderán durante el estado de emergencia; (iv) en la alocución de marzo 25 de 2020, el Ministro de Vivienda reiteró la orden de reconexión de los servicios de agua y alcantarillado para quienes lo tienen suspendido por falta de pago, y frente a la cancelación de las facturas del mes siguiente refirió que en los estratos 1 y 2 quien no los puedan sufragar se deferirá a 36 meses; (v) la Ministra de Energía también informó que se reconectarán los servicios de energía y gas a quienes lo tuvieren suspendido, y todas las empresas están comprometidas a que estos lleguen a todos los Colombianos y se creará un esquema de flexibilidad en el pago; (vi) el Gobierno Nacional ha tomado decisiones para asegurar el empleo de los Colombianos, ha modificado los plazos de recaudo o montos de los impuestos de donde se financia el Estado, y por ende ha referido de manera importante el valor de la solidaridad y la responsabilidad para aquellos estratos en mejores condiciones, quienes pueden pagar sus facturas; (vii) el Gobierno ha sido claro al indicar que mientras dure el Estado de Emergencia se garantizará el acceso de los Colombianos a los servicios públicos, y ha autorizado que a la población más vulnerable las facturas de gas, energía, agua y alcantarillado se les pueda diferir su pago en 36 cuotas, lo que se ha adoptado con fundamento en el principio de solidaridad, motivo por el cual quienes puedan pagar sus recibos lo deberán hacer; (viii) por Decreto 458 de marzo 22 de 2020 se autorizó realizar la entrega de trasferencia monetaria adicional y extraordinaria a los beneficiarios de Familias en Acción, Protección Social y Adulto Mayor, Colombia Mayor y Jóvenes en Acción, y de igual manera en la alocución Presidencial de marzo 25 se dijo que respecto a aquellas personas que no se encuentren en esos esquemas estatales, el Gobierno desarrollará varios programas como el de “Giro Solidario” que es el acompañamiento para quienes se encuentran en la informalidad, personas a las que se les enviará un giro de $160.000.oo, misma que llegará a unos veinte millones de Colombianos; además, ha sido claro que paulatinamente otorgará más ayudas para otros sectores, en tanto lo prioritario es asegurar la población más vulnerable, y hecho lo anterior se enfocará en la población un poco más favorecida; (ix) el Gobierno ha actuado de manera rápida y oportuna para garantizar el mínimo vital y los servicios públicos de todos los Colombianos frente a sus posibilidades económicas; (x) reitera que hay lugar a declarar la improcedencia de la acción, e indica que el Presidente de la República no puede actuar como sujeto procesal, como quiera que la responsabilidad por los efectos jurídicos de los actos del Gobierno recae sobre los Ministros o Directores de Departamentos Administrativos; y, finalmente (xi) pide la desvinculación del señor Presidente y/o del Departamento Administrativo de la Presidencia de la presente acción, cualquiera fuere el sentido de la decisión, y se declare improcedente el amparo reclamado al no existir afectación de derechos fundamentales.
- La Secretaria de Desarrollo Social y Político del Municipio de Pereira  se opuso igualmente a lo pedido por el actor al no vulnerar sus derechos, y para el efecto sostuvo: (i) en marzo 29 de 2020 se dio a conocer a la comunidad el PLAN 3,2,1,0, mediante el cual se otorga alivio financiero a los estratos 1, 2 y 3, consistente en cero pago durante dos meses por los servicios de acueducto, energía, alumbrado público y aseo, mientras que para los estratos 4, 5 y 6 tendrán la opción de diferir el pago a un plazo de 12 meses, situación esta última que no ha solicitado el accionante, por lo cual la acción se torna improcedente; (ii) para acceder a los programas sociales, se deben cumplir ciertos requisitos, y por parte del accionante y su grupo familiar no se ha recibido solicitud previa de ayuda o acceso a sus programas que hubiere implicado negación, por lo cual no se predica viable la vulneración de derechos; y (iii) la exoneración en el pago de servicios o su prestación gratuita de manera transitoria por la emergencia del covid-19, le atañe al Gobierno Nacional en asocio con cada una de las empresas que lo prestan, lo que materializa la improcedencia de la acción por falta de legitimación en la causa por pasiva.
- La representante legal de la Empresa de Energía de Pereira informa lo siguiente: (i) el actor es usuario estrato seis, con cartera de dos meses, y a la fecha adeuda $445.278.oo por energía, alumbrado público y aseo; (ii) la Empresa de Energía no ha vulnerado derecho alguno dado que hasta el momento no se ha dado la suspensión del servicio, y frente a la situación que desencadenó el covid-19 se han acatado las directrices dadas por el Gobierno Nacional durante la vigencia del confinamiento preventivo obligatorio, por lo cual se procedió a la reconexión a los predios que lo tenían suspendido, y como medida temporal no se realizará la suspensión a los predios residenciales, indistintamente del estrato social, durante la vigencia de la emergencia; (iii) así mismo, el Municipio de Pereira adoptó el PLAN 3,2,1,0 consistente en que asumirá el costo de acueducto, alcantarillado, aseo, energía y alumbrado público para los estratos 1, 2 y 3 durante los meses de marzo y abril, y los estratos 4, 5 y 6 podrán diferir el valor a doce meses; (iv) para el caso del actor no se realizará suspensión del servicio durante el confinamiento, y una vez finalizado, de presentar mora por los meses de marzo y abril tendrá la posibilidad de diferir los mismos, y si esta se da por meses distintos puede optar por la refinanciación conforme las políticas de cartera de la empresa; (v) las medidas tomadas están orientadas a que las familias dispongan plenamente de los servicios públicos domiciliarios durante la vigencia del confinamiento; empero, hasta que se disponga lo contrario, existe prohibición legal en su gratuidad; y (vi) estima que la tutela carece de sustento en tanto la Empresa de Energía no ha menoscabo derecho fundamental alguno al accionante.
- El Ministerio de Minas y Energía, por intermedio de uno de sus asesores, informo a la Sala lo siguiente: (i) se opone a lo reclamado al considerar que no se ha vulnerado derecho fundamental alguno como quiera que la Emergencia Sanitaria ordenada por el Gobierno Nacional se ha hecho para prevenir y controlar la propagación del covid-19; (ii) luego de hacer alusión in extenso a las acciones y medidas que durante el mes de marzo ha proferido el Gobierno para hacerle frente a dicha pandemia, entre las cuales destaca que en marzo 25 la Presidencia de la República adoptó mecanismos para dar alivio a la población perteneciente a los estratos 1 y 2, quienes podrán diferir el pago de sus facturas de energía y gas a 36 meses durante el aislamiento preventivo obligatorio, y por parte de los usuarios que tengan recursos para pagar oportunamente los servicios podrán obtener un descuento del 10% sobre el valor de la factura; (iii) hace referencia a las funciones de dicha cartera, para esgrimir que no es la autoridad competente para satisfacer lo pretendido por el actor, máxime cuando existen pronunciamientos de la Presidencia de la República mediante diversos decretos dictados en el marco de la declaratoria de emergencia social, por lo cual se han seguido las directrices dispuestas y por ende se ordenó a los prestadores la reconexión de los servicios suspendidos por falta de pago, así como los beneficios para los estratos más bajos; finalmente (iv) pide en consecuencia se decrete la improcedencia de la acción por falta de legitimación en la causa por pasiva, al no vulnerarse derecho fundamental alguno.
- La delegada del Ministerio de Hacienda y Crédito Público expresó: (i) la acción de tutela es improcedente al no existir vulneración de derechos fundamentales y dicha cartera carece de legitimación en la causa por pasiva; (ii) mediante Decreto 441 de 2020 el Presidente de la República dictó disposiciones con el fin de garantizar el acceso a los servicios públicos domiciliarios, y de igual forma por Decreto 470 de marzo 24 se garantizó la continuidad del derecho a la educación de los niños, niñas y adolescentes durante el receso estudiantil a causa del COVID-19, siendo igualmente un hecho notorio que las entidades bancarias han otorgado facilidades de pago a sus usuarios, entre ellas el congelamiento de intereses y períodos de gracia; y (iii) dicha cartera no ha realizado las acciones u omisiones que presuntamente vulneraron los derechos del actor y su grupo familiar, máxime que ha cumplido con sus deberes legales y constitucionales en el marco de sus competencias y en relación con los Decretos expedidos por el Presidente de la República, sin que además sea competente para resolver lo  solicitado en esta acción de tutela.
- La apoderada de UNE EPM Telecomunicaciones puso de presente: (i) Colombia MÓVIL S.A. E.S.P. y UNE EPM telecomunicaciones son entidades diferentes, la primera presta servicios móviles y ellos los fijos, aunque ambas sociedades integran la marca comercial TIGO, por lo cual pide se desvincule a Colombia Móvil S.A. E.S.P.; (ii) si bien el accionante no figura como cliente de UNE EPM, si lo es su cónyuge KARLA VIVIANA FLÓREZ TAMAYO, y a la fecha los servicios contratados se encuentran conectados, no reportan fallas ni se advierte petición por parte de la misma, de quien se ha evidenciado un buen comportamiento de pago; (iii) la tutela es improcedente  al no acreditarse así sea sumariamente la existencia de un perjuicio irremediable; (iv) en atención al Estado de Emergencia decretado por el Gobierno Nacional, se dará cumplimiento a lo contemplado en el art. 4º de la Resolución 5951 de 2020 de la Comisión de Regulación de las Comunicaciones, que indica que los proveedores de servicios de telefonía, acceso a internet y los operadores de televisión por suscripción no podrán generar cobro alguno asociado a intereses por mora con ocasión de las sumas que no sean pagadas oportunamente por parte del usuario, lo que se acatará por parte de UNE EMP mientras se mantenga vigente la Emergencia Social; (vi) si bien el ordenamiento jurídico ha reconocido el deber de garantizar la prestación del servicio, el costo debe ser asumido por el usuario, en ningún caso por la empresa, en tanto de prestarse de manera gratuita a todos los ciudadanos pondría en riesgo la operación, estabilidad y su continuidad, y además se debe mantener el equilibrio contractual que se logra con la equivalencia entre obligaciones y derechos que se pactaron entre las partes al momento de su celebración; por tanto (vii) pide se desestimen las pretensiones del actor al no existir vulneración de derechos fundamentales.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las personas naturales y jurídicas vinculadas.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA
El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación de los derechos fundamentales esgrimidos por el señor GILBERTO ANTONIO VELÁSQUEZ a nombre propio y de su núcleo familiar; y en caso afirmativo, establecer cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas a efectos de hacer cesar la supuesta vulneración. Previo a lo anterior, se hará el estudio de procedibilidad.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que: “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

Se advierte entonces que la acción de tutela ha sido por excelencia el medio más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, y gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

Si bien en principio el actor dijo obrar como agente oficioso no solo de su núcleo familiar sino de la totalidad de colombianos que realizaran actividades de manera independientes, como son los abogados, contadores, ingenieros y muchos otros que se dedican a la informalidad de manera genérica, la Sala al momento de admitir este trámite expuso las razones por las cuales solo podría tenerse como tal en relación con lo pretendido a favor de su familia, mas no de la generalidad de otras personas en forma indeterminada, de quienes se desconoce si tenían algún impedimento para obrar en nombre propio o incluso si ya habían obrado en similar situación ante otros despachos judiciales del país.

Ahora bien, en punto de los reclamos que hace el accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, como desde otrora lo ha sostenido la jurisprudencia
. 

En este caso singular, se observa que los medios ordinarios de defensa judicial a los que se hizo alusión por algunas de las personas y entidades vinculadas, como lo sería la acción de inconstitucionalidad o la jurisdicción contenciosa, para atacar por la vía de la nulidad o restablecimiento del derecho los decretos emitidos por el Gobierno Nacional con ocasión de la Emergencia Económica, no son idóneos o eficaces para que el actor procure la protección de sus derechos, máxime cuando lo que reclama es el amparo su derecho al mínimo vital, respecto de lo cual estima la Corporación que si bien no aportó elementos que acreditaran así fuera sumariamente su incapacidad económica, en atención al principio de la buena fe se dará por cierto lo plasmado por el mismo en su acción, y por ende como quiera que podría ocasionársele un perjuicio irremediable en el evento que le sean suspendidos los servicios públicos en medio del aislamiento obligatorio, el Tribunal considera necesario ingresar en el estudio de fondo del presente asunto.
El accionante por medio de esta acción constitucional pretende que se ordene al Presidente de la República la destinación de recursos para que a todos los habitantes de Colombia, sin importar su estrato social, se les suministre de manera gratuita los servicios de agua, energía, aseo, gas domiciliario, internet, televisión, salud y un ingreso mensual para su alimentación durante los meses de marzo, abril y mayo, a raíz de las medidas adoptadas para controlar el covid-19, por cuanto la mayoría labora de manea independiente como abogados, ingenieros, comerciantes, contadores, entre otros, sin estar cobijados con los auxilios estatales para garantizar el mínimo vital, y que ello se prorrogue por tres meses más en el evento en que continúe el aislamiento preventivo obligatorio.
Se aprecia entonces que los planteamientos del actor van encaminados a la protección del derecho que le asiste tanto a él como a su núcleo familiar de acceder a los servicios públicos domiciliarios, así como para la adquisición de alimentos dada la carencia de recursos económicos para ello, situación que se presentó inicialmente con ocasión del receso vacacional de la Rama Judicial del mes de diciembre, y las dificultades en sus labores durante los meses de enero y febrero, las cuales se incrementaron a raíz de la Emergencia Social y Económica decretada por el Gobierno Nacional mediante Decreto 417  de marzo 17 de 2020, lo que le imposibilita ejercer sus actividades profesionales como abogado litigante y con ello se afecta su derecho al mínimo vital. La única opción viable para garantizar el mínimo vital a su familia -asegura- es el otorgamiento de un subsidio para la adquisición de alimentos mientras permanezca el aislamiento obligatorio, y que se le exonere del pago de servicios públicos, lo que debe mantenerse igualmente mientras tal medida persista.

En relación con los reclamos del actor, y en consonancia con la mayoría de las entidades vinculadas a esta actuación, considera la Sala que lo primero a resaltar es que a raíz de las medidas que fueron proferidas por el Gobierno Nacional para procurar la contención de la pandemia del covid-19 en todo el país, se han tomado determinaciones que en principio van encaminadas a la protección de la población más desfavorecida y vulnerable ante el confinamiento ordenado, esto es, los estratos 1 y 2 de la población.
En efecto, desde el nivel central, como así lo aseguraron las carteras de Minas y Energía, así como la de Vivienda, se han proferido Decretos por medio de los cuales se ordenó la reconexión inmediata de los servicios públicos de energía, gas y agua a toda la población en general, sin distinción alguna de estrato socio económico, aunque en efecto a los niveles más bajos se les permitió la posibilidad de diferir el pago de las facturas generadas mientras dure el aislamiento, hasta por 36 meses. De igual manera, y como así se dijo en el curso de esta acción, los servicios públicos aludidos no serán suspendidos durante la vigencia de la Emergencia Social, Económica y Ecológica.

Lo segundo a destacar, es que el actor reclama la gratuidad de esos servicios durante el confinamiento obligatorio, pero al respecto forzoso es manifestar que las empresas no pueden dejar de efectuar el cobro de los consumos respectivos, en tanto el numeral 9º del artículo 99 de la Ley 142 de 1994 prevé que: “Los subsidios que otorguen la Nación y los departamentos se asignarán, preferentemente, a los usuarios que residan en aquellos municipios que tengan menor capacidad para otorgar subsidios con sus propios ingresos. En consecuencia y con el fin de cumplir cabalmente con los principios de solidaridad y redistribución no existirá exoneración en el pago de los servicios de que trata esta ley para ninguna persona natural o jurídica” -negrillas de la Sala-. Máxime que ello pondría en riesgo no solo la operación sino la estabilidad y continuidad del servicio, frente a lo cual la jurisprudencia constitucional se ha pronunciado para señalar que:  “[…]  la estabilidad del servicio se debe a una regla simple de “equilibrio contractual”, puesto que se debe garantizar a la empresa el pago efectivo del costo que conlleva la prestación del servicio y, a los usuarios, la eficiencia y la calidad en el suministro del mismo” -sentencia T-496 de 2012- 

Precisamente frente a ese tema puntual, la máxima guardiana de la Constitución en la Sentencia C-041 de 2003 hizo referencia a la obligación que le asiste a los particulares frente al pago de las expensas para obtener los servicios públicos al dejar establecido: “El concepto de gratuidad de los servicios públicos ha sido abandonado en la Constitución Política de 1991 (art. 367) y ha surgido, en cabeza de los particulares, la obligación de contribuir en el financiamiento de los gastos en que incurra el prestador del servicio dentro de los criterios de justicia y equidad (arts. 95, 367, 368 y 369 C.P.). Para determinar los costos del servicio hay que tener en cuenta una serie de factores que incluyen no sólo el valor del consumo de cada usuario sino también los aspectos económicos que involucran su cobertura y disponibilidad permanente de manera tal que la prestación sea eficiente. Precisamente con tal fin la Constitución prevé que sea la ley la que fije no sólo las competencias y responsabilidades en la prestación de los servicios públicos domiciliarios, su cobertura, calidad y financiación, sino el régimen tarifario, en el cual se tendrán en cuenta los criterios de costos, solidaridad y redistribución de ingresos”. 
No obstante ello, que desde luego constituye o representa la regla general, acorde con lo informado por la Secretaría de Desarrollo Económico y la Gerente de la Empresa de Energía, a nivel local la Alcaldía Municipal de Pereira lanzó el PLAN 3, 2, 1, 0, con el cual pretende mitigar la situación que familias de los estratos sociales del nivel 1, 2 y 3 puedan sufrir, se hará un gran esfuerzo económico para disponer que al menos por dos meses -marzo y abril-, no paguen valor alguno por los servicios de acueducto, energía, alumbrado público y aseo, mientras que para los estratos 4, 5 y 6 se tendrá la opción de diferir el pago a un plazo de 12 meses, lo que cobija al acá accionante y a su núcleo familiar, como quiera que pertenecen al estrato seis, es decir, el más alto de tota la población, como lo expresó el agente del Ministerio Público.

De lo aludido se puede evidenciar, sin lugar a equívoco alguno, que en ningún momento se le ha vulnerado el derecho de acceso a los servicios públicos que posee el actor y su medio familiar, máxime que se tiene claro que los mismos, al menos mientras persista en Colombia el Estado de Emergencia Social, no serán suspendidos o interrumpidos. Y si bien el demandante tiene pendientes unos pagos por facturas generadas con antelación, ya que las cancela cada dos meses, tiene la opción de acudir ante las diferentes empresas a procurar la refinanciación de los valores debidos, en la proporción que se ajuste a sus actuales condiciones económicas.

De otra parte, aunque el actor igualmente reclama que se le brinden auxilios financieros para adquirir sus alimentos, debe decir la Colegiatura que el Gobierno Nacional ha procurado un gran esfuerzo económico, si en cuenta se tiene el difícil momento por el que atraviesa la economía no solo de Colombia sino del mundo entero, en consideración a varios factores de concurrencia como los bajos precios del petróleo, la depreciación de la moneda, y la recesión económica. De allí que, lo correcto y esperado es que se le brinde atención durante el desenvolvimiento de la actual contingencia a los sectores menos favorecidos de la población, y quienes en principio son los más afectados con una medida como la del aislamiento obligatorio, nos referimos a aquellos que hacen parte de los programas como Familias en Acción, Jóvenes en Acción y Colombia Mayor.

Pese a tales contingencias, y como así se manifestó por parte de la apoderada del Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, el Gobierno Nacional busca brindar ayudas no solo a los más desfavorecidos, sino que igualmente ha planteado algunas soluciones para quienes gozan de mejores otras condiciones, pero que igualmente se verán afectados por las medidas adoptadas. Pero las mismas serán anunciadas y ejecutadas de manera paulatina o progresiva, y ello es un hecho notorio en tanto día a día se hacen anuncios para favorecer a algún renglón de la economía y sociedad Colombiana, que por supuesto presenta desmejora en sus condiciones amén de la situación que todos vivimos.
En este caso en particular, el actor hace parte de la población que en principio puede ser considerada como de altos ingresos, si en punto tenemos que reside en un estrato seis, el cual para cualquier ciudadano desprevenido solo lo ostentan quienes tienen mayor poder adquisitivo. Pero aun así, no se puede desconocer la existencia de la llamada “pobreza oculta”, que se da cuando a personas que si bien hacen parte de estratos medio-alto, esto es: 4, 5 y 6, se les presentan circunstancias referidas a la imposibilidad de desarrollar las actividades habituales que les generan ingresos, viéndose a calzas prietas para mantener su subsistencia.

Precisamente, ante una situación como esa, acorde con lo referido por las entidades vinculadas, el Gobierno Nacional igualmente viene trabajando. Y es un hecho notorio que la Alcaldesa de Bogotá por diferentes medios nacionales ha hecho alusión a tal aspecto y desarrolla con su equipo económico la manera de ayudar a estas personas, lo que muy seguramente hará el mismo Presidente de la República en fechas próximas, en tanto en una de sus alocuciones incluso habló de ayudar a quienes como el aquí accionante, de profesión abogado, padece los rigores del aislamiento voluntario. Empero, eso solo puede hacerse de manera progresiva porque de por medio está la prelación que tienen los sectores más vulnerables.
A nadie escapa por supuesto la difícil situación por la que atraviesan quienes ejercen las llamadas actividades independientes o profesionales liberales, pero tampoco puede dejarse de lado los ingentes esfuerzos que ha realizado no solo el nivel central de la administración sino las cúpulas regionales y locales. Y sin que pueda serle exigible al Estado, y mucho menos por la vía de una acción constitucional perentoria y sumaria, que atienda al 100% de la ciudadanía que labora de forma independiente, como el actor, sin distinción de su estrato social, en tanto ello generaría una afectación de magnas proporciones a los recursos con los que cuenta la nación para atender esta emergencia.

Aun así, contrario a todo pronóstico, a nivel local la Alcaldía de Pereira asumirá los costos de los servicios públicos de los menos desfavorecidos, al menos por dos meses, y por ende quienes tengan la posibilidad de hacerlo deberán continuar con el pago del consumo respectivo, y, en caso de no poderlo hacer, se tendrán la posibilidad -incluido el hoy demandante- de llegar a acuerdos de pago, hasta por un año.

Como viene de verse, en este asunto y en sentir del Tribunal, ni por parte de la Presidencia de la República, ni de los Ministerios, Alcaldía y empresas vinculadas a este trámite, se ha vulnerado derecho fundamental alguno en cabeza del actor o de su núcleo familiar, no solo por cuanto ninguno de los servicios públicos con los que cuenta en su hogar le han sido suspendidos, y no se hará mientras permanezca el país en estado de Emergencia Sanitaria, sino porque tampoco puede endilgársele al Gobierno Nacional afectación al no proveerle los recursos económicos para su subsistencia, ya que como se indicó, la prioridad son los estratos bajos, condición que no ostenta. Pero incluso, muy a pesar de pertenecer al estrato seis de la población, y atendiendo ese cierto grado de vulnerabilidad al que desde luego podría verse expuesto dada la suspensión intempestiva de sus actividades habituales, con seguridad se pondrán en marcha, a mediano plazo, alguna clase de ayudas para quienes se encuentran en la misma condición del proponente de esta acción.

Sea como fuere, no sobra indicar finalmente, que según se desprende de la respuesta entregada por la Secretaría de Desarrollo Económico del Municipio, el actor podrá solicitar su vinculación a los programas de ayuda, y será allí en donde se deberá estudiar la viabilidad de un aporte gubernamental en su caso específico. 
Por lo anterior expuesto, y como quiera que para la Corporación en momento alguno se han vulnerado los derechos esenciales en cabeza del demandante y de los miembros de su hogar a quienes agencia en forma oficiosa, se negará el amparo deprecado.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE NIEGA la acción de tutela interpuesta a nombre propio por el señor GILBERTO ANTONIO VELÁSQUEZ ARIAS y como agente oficioso de KARLA VIVIANA FLÓREZ TAMAYO, SAMUEL VELÁSQUEZ FLÓREZ, KASSANDRA PINO FLÓREZ y CIRLEY TAMAYO .
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
�  sentencia T-313/05, entre muchas otras.
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